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Bogotá, D.C., diciembre 4 de 2012
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010.

Actor: CAMILO ALBERTO PÁEZ OSPINA.


Magistrada Ponente: MARÍA VICTORIA CALLE CORREA.


Expediente D-9297. 


Concepto 5484 
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó en ejercicio de su ciudadanía CAMILO ALBERTO PÁEZ OSPINA contra el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010, el cual se cita textualmente:
LEY 1430 DE 2010
(29 de diciembre de 2010) 

Diario Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010
"Por medio de la cual se dictan normas tributarias de control y para la competitividad." 

(…)

ARTÍCULO 26°. MEDIOS DE PAGO PARA EFECTOS DE LA ACEPTACIÓN DE COSTOS, DEDUCCIONES, PASIVOS E IMPUESTOS DESCONTABLES. Se adiciona el Estatuto Tributario con el siguiente artículo: 

Artículo 771-5. Medios de pago para efectos de la aceptación de costos, deducciones, pasivos e impuestos descontables. Para efectos de su reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, los pagos que efectúen los contribuyentes o responsables deberán realizarse mediante alguno de los siguientes medios de pago: Depósitos en cuentas bancarias, giros o transferencias bancarias, cheques girados al primer beneficiario, tarjetas de crédito, tarjetas débito u otro tipo de tarjetas o bonos que sirvan como medios de pago en la forma y condiciones que autorice el Gobierno Nacional.

Lo dispuesto en el presente artículo no impide el reconocimiento fiscal de los pagos en especie ni la utilización de los demás modos de extinción de las obligaciones distintos al pago, previstos en el artículo 1625 del Código Civil y demás normas concordantes. 

Así mismo, lo dispuesto en el presente artículo solo tiene efectos fiscales y se entiende sin perjuicio de la validez del efectivo como medio de pago legítimo y con poder liberatorio ilimitado, de conformidad con el artículo 8° de la Ley 31 de 1992. 

PARÁGRAFO. Podrán tener reconocimiento fiscal como costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, los pagos en efectivo que efectúen los contribuyentes o responsables, independientemente del número de pagos que se realicen durante el año, así: 

– En el primer año, el menor entre el ochenta y cinco por ciento (85%) de lo pagado o cien mil (100.000) UVT, o el cincuenta por ciento (50%) de los costos y deducciones totales. 

– En el segundo año, el menor entre el setenta por ciento (70%) de lo pagado u ochenta mil (80.000) UVT, o el cuarenta y cinco por ciento (45%) de los costos y deducciones totales. 

– En el tercer año, el menor entre el cincuenta y cinco por ciento (55%) de lo pagado o sesenta mil (60.000) UVT, o el cuarenta por ciento (40%) de los costos y deducciones totales. 

A partir del cuarto año, el menor entre cuarenta por ciento (40%) de lo pagado o cuarenta mil (40.000) UVT, o el treinta y cinco por ciento (35%) de los costos y deducciones totales. 

Esta gradualidad prevista en el presente artículo empieza su aplicación a partir del año gravable 2014.
1. Planteamiento de la demanda.
El actor considera que la norma demandada, al prever que para efectos fiscales sólo se puede reconocer como costos, deducciones, pasivos e impuestos descontables, los pagos hechos por medio de depósitos en cuentas bancarias, giros o transferencias bancarias, cheques girados al primer beneficiario, tarjetas de crédito, tarjetas débito u otro tipo de tarjetas o bonos que sirvan como medios de pago en la forma y condiciones que autorice el Gobierno Nacional, o de los pagos en especie, vulnera el derecho al debido proceso, la buena fe y la justicia y equidad tributarias, porque restringe en forma no razonable ni proporcionada los medios de prueba admisibles por la administración tributaria dentro de la actuación de discusión del tributo, no permitiendo otros medios de prueba tales como cheques girados al portador, abonos a fondos de empleados o de ahorro pensional a nombre de los beneficiarios del pago, giros empleando intermediarios distintos al sector financiero, endoso de títulos valores de contenido crediticio, pagos en efectivo, etc. En sus palabras:
Ahora bien, la norma acusada limita esta libertad de medio de prueba a uno solo, pues para efectos del reconocimiento como costo o deducción, todos los pagos deben ser realizados empleando los intermediarios financieros.

Esta disposición desconoce el deber de protección de los derechos fundamentales, limitando tajantemente el derecho de defensa que tiene el contribuyente para probar la ocurrencia de un costo o deducción, al no admitir como medios de prueba aquellos que la mismas (sic.) legislación tributaria reconoce cómo válidos, llegando a un nivel desproporcionado de restricción, al reconocer exclusivamente como válido un solo elemento de prueba.
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si la norma demandada al reconocer, para efectos fiscales, costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, únicamente cuando los pagos de los contribuyentes se realicen mediante determinados instrumentos del sector financiero, vulnera el debido proceso en materia probatoria.

3. Análisis jurídico.
Para resolver el presente cargo de violación del debido proceso en asuntos probatorios de la obligación tributaria, se debe analizar el mismo en el contexto de la potestad del legislador para regular los asuntos tributarios.   
Frente al problema formulado puede plantearse que si la potestad impositiva constituye una de las fuentes de ingreso del Estado, como dominio público que le resulta procedente al legislador regularla en función del principio de eficiencia tributaria con el fin de velar por la eficiente recaudación de las rentas y caudales públicos. Por tanto, se acomoda al orden superior que, para efectos fiscales en lo que tiene que ver con aceptación de costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, el Estado admita como pagos únicamente los realizados  mediante determinados instrumentos del sector financiero y excluya, total o parcialmente, los pagos en efectivo y en otras formas, todo con el fin de evitar la evasión tributaria, sin que esto constituya compromiso alguno de los derechos del contribuyente en materia probatoria porque se trata de la protección de los recursos públicos que administra el Estado y no de la propiedad de los particulares. 
Lo anterior, porque en materia tributaria el legislador goza de amplia libertad para configurar las obligaciones, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-1035 de 2003, en los siguientes términos:
“2. La Corte no remite a duda que el inciso cuarto del artículo 54 de la Ley 788 de 2002 dispensa un tratamiento diferente a los productores oficiales de licores frente a aquellos que no tienen tal calidad, pues les permite descontar el IVA pagado en la producción de tales substancias, facultad que no se concede a los productores privados. Ciertamente, se trata de una especie de beneficio tributario que cobija a los productores oficiales exclusivamente. Empero, la Corte ha establecido que no todo beneficio tributario resulta inconstitucional, pues algunos se justifican por la finalidad constitucional que persiguen, si además resultan razonables y proporcionados; además, ha señalado que al legislador le compete un amplio margen de libertad configurativa en materia tributaria, que debe llevar a un escrutinio flexible de aquellas normas que, como la acusada, establecen tal clase de beneficios”.
En ese sentido, el ejercicio de la potestad impositiva del Estado guarda una clara relación con la elaboración de la política fiscal de este. Para lograr eficientes compendios, el Congreso de la República, que es la autoridad competente para regular la materia, puede disponer una serie de reglas para admitir o aceptar los costos, deducciones, pasivos o impuestos descontables, que los contribuyentes relacionen en sus declaraciones. No parece irrazonable prima facie que estas reglas busquen estimular el empleo de medios de pago relacionados con el sector financiero, con exclusión de otros medios de pago, como un instrumento para combatir la evasión tributaria, ya que esa competencia la prescribe los artículos 150-11, 189-20, y 363 de la Constitución Política. 

Esto toma mayor fuerza todavía cuando se presentan comportamientos ligados a la evasión tributaria mediante el uso de circulante combinado con manipulaciones contables y aprovechando las debilidades institucionales para controlar las declaraciones de renta en cuanto a su contenido y soportes. A eso debe añadirse los delitos relacionados con el narcotráfico y los grupos al margen de la ley y la misma corrupción administrativa, que utilizan dichas debilidades para lavar activos. 
Lo anterior significa que la medida analizada, más allá de buscar el cumplimiento de los fines estatales en función de la equidad social, fin potísimo a la existencia de la sociedad colombiana, busca controlar los comportamientos delictuales que se apalancan en las debilidades de los organismos de control tributario para legalizar bienes de procedencia ilícita. En ese sentido, la norma se ajusta perfectamente a la competencia del legislador para delimitar el alcance de la libertad económica en materia de eficiencia tributaria por razones de interés social, en este caso para cumplir con los fines estatales en materia de beneficio social y de preservación de la vida, la integridad y la paz de los colombianos, de acurdo con lo establecido en los artículos 2, 11, 34, 333 y 334 de la Carta Política.
De hecho, regulaciones como la analizada van en consonancia con obligaciones adquiridas por el Estado colombiano en materia de control de evasión fiscal, tales como el “Convenio entre Canadá y la República de Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación con el impuesto sobre la renta y sobre el patrimonio” y su “Protocolo”, hechos en Lima, a los 21 días del mes de noviembre de 2008, aprobado mediante la Ley 1459 del 29 de junio de 2011, y declarado exequible por la Corte Constitucional en la sentencia C-295 de 2012.

Por tanto y observando que no se presenta compromiso del debido proceso en materia probatoria tributaria, se solicitará a la Corporación Judicial declarar exequible la norma cuestionada en relación con el cargo formulado.
4. Conclusión.
Por lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte declarar EXEQUIBLE el artículo 26 de la Ley 1430 de 2010, únicamente en relación con el cargo formulado.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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